
49

Astrolabio

A todos los mexicanos en las clases de civismo que 
se impartían en las primarias nos enseñaron una 

Constitución que contiene el “Contrato Social” 
entre nuestro Gobierno y el pueblo mexicano; 
sin embargo, parecería que dicho contrato ha 
desaparecido en nuestro país o simplemente se 

volvió nulo ante la pasividad de las autoridades 
y su incapacidad para hacer valer e imponer 

el orden público.

Los recientes y vergonzosos acontecimientos que 
hemos padecido todos los mexicanos con la toma de rec-
toría de la unam, y las incendiarias manifestaciones de 
los “maestros” en el estado de Guerrero en el mes de abril, 
sumados a los que desde hace varios años hemos sufrido 
en Oaxaca, Michoacán, y los que seguramente se seguirán 
acumulando, además de causar indignación y preocupación, 
nos deben llevar a reflexionar en torno a la actuación del 
Estado y las obligaciones del mismo frente a la sociedad.

Independientemente de lo nefasto que resulta conocer 
a la clase magisterial de los estados mencionados por sus 
vandálicas manifestaciones —lo que nos deja muy claro 
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es que no son las personas ideales para educar a nuestros hijos— y a 
aquellos que con lujo de violencia se apoderan y destrozan el patrimonio 
de la nación, otra enorme vergüenza cae sobre los mexicanos cuando el 
Estado no hace nada para frenar esta clase de conductas no sólo ilegales 
sino delictivas, mismas que seguramente tampoco sancionará. Y es que en 
este país basta que se reúna un grupo de personas con cualquier consigna, 
gritando improperios, agitando banderas o blandiendo palos y machetes, 
para que se les permita adueñarse de las calles, realizar toda clase de des-
trozos, pintas e incluso hasta incendios sin que se les aplique la ley ni se 
les haga responsables de los delitos que cometen.

Así es, cuando una manifestación bloquea por completo las calles, 
las avenidas y las autopistas, causa graves daños de toda índole a la ciuda-
danía. Ni qué decir cuando durante tales manifestaciones se causa daños 
a edificios, vehículos, e incluso a personas. Evidentemente se cometen 
delitos auspiciados por el anonimato de la multitud —y ahora con la nueva 
moda de manifestarse enmascarados, lo que me parece más congruente, 
pues por tradición los pillos usaban el antifaz que los identifica como 
delincuentes— sin que se sancione a nadie por ello, ni tampoco se hagan 
responsables y mucho menos reparen los daños causados.



51

Todo esto que ahora sufrimos los mexicanos es 
consecuencia de muchos años de tolerar que poco 
a poco los derechos del pueblo menguaran a con-
secuencia del incumplimiento de las obligaciones 
gubernamemtales.

Yo no soy partidario de responsabilizar de todo 
al Gobierno, pues considero que la población debe 
ser tratada como mayor de edad, pero una cosa es no  
caer en el extremo de “papá Gobierno”, y otra muy dis-
tinta es permitir que éste incumpla con sus obligaciones.

En efecto, la teoría del Contrato Social de Juan 
Jacobo Rousseau establece que, para hacer factible la 
vida en sociedad, todos los individuos debemos en-
tregar a un ente colectivo llamado Gobierno nuestra 
libertad para que éste nos la reintegre restringida en 
ciertos aspectos a cambio de que dicha autoridad se 
haga cargo de establecer el orden y el bien común, y 
evitar así que se imponga la ley del más fuerte entre 
los miembros de la sociedad; pero cuando el Gobierno 
deja de ejercer su autoridad y permite que cualquier 
persona o grupo de personas se impongan y abusen 
de los derechos de los demás, falla e incumple con las 
obligaciones que le impone el contrato social.

Al amparo de dicho contrato, el Gobierno establece 
las reglas de convivencia, las cuales se detallan y regis-
tran en las diferentes leyes consagrando los derechos 
que tenemos los gobernados frente al Estado, los que 
son parte de la constitución del propio estado, es decir, 
dentro de la norma mediante la cual se constituye,  
y demarcan el territorio, la población, y los órganos de 
Gobierno.
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Así, cuando las autoridades permiten la case de 
desmanes que padecemos, caen en una gravísima falta 
al Contrato Social: darnos seguridad física y jurídica 
a todos los gobernados. Con dicho contrato, nosotros 
le dimos al Gobierno el “poder”, y debe ejercerlo pues 
de lo contrario se pierde. Y así nos ocurre actualmente, 
tenemos una autoridad que, en aras de la tolerancia, 
no ejerce el poder; por ende, deja de gobernar y, con 
ello, merma su legitimación como Gobierno y pierde 
el imperio que debe detentar. Asimismo, vulnera sus 
propias leyes, pues cuando éstas no se aplican se vuelven 
letra muerta y pierden toda razón de ser. Cuando una 
norma no contiene sanciones, o éstas no se aplican, deja 
de ser tal, con lo que la labor del Poder Legislativo se 
anula completamente pues el Poder Ejecutivo no las 
hace valer.

En este orden de ideas, a pesar de la ignominia 
de los deleznables hechos cometidos, resulta mayor la 
afrenta a nuestras leyes y a todos los mexicanos que las 
respetamos y cumplimos. Al permitir que estos grupos 
facciosos impongan la voluntad de unos cuantos, el 
gobierno, por su debilidad y por no hacerse llamar 
represor, incurre en la ilegalidad y viola todas las leyes 
habidas y por haber.

Cuando en este país se sancione como delincuen-
tes que son a quienes cometen un delito bajo cualquier 
pretexto, y se les haga responsables de los daños que 
causen y se les obligue a repararlos, podremos decir 
que vivimos en un país democrático. Antes de eso, 
tendremos que segur sometidos a la tiranía de unos 
cuantos ante la debilidad del Gobierno. 


